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4608/2018 (RELACIONADO CON EL 
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QUEJOSO Y RECURRENTE: 
********** 

 
MINISTRO PONENTE: JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ 
SECRETARIA: ROSALBA RODRÍGUEZ MIRELES 

 

En atención a lo dispuesto por el artículo 73, segundo párrafo, de la Ley 

de Amparo, así como la jurisprudencia 53/2014 de rubro: 

“PROYECTOS DE RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA CORTE DE 

JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS 

DE CIRCUITO. SÓLO DEBEN PUBLICARSE AQUELLOS EN LOS 

QUE SE ANALICE LA CONSTITUCIONALIDAD O LA 

CONVENCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL, O BIEN, SE 

REALICE LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN PRECEPTO 

CONSTITUCIONAL O DE UN TRATADO INTERNACIONAL EN 

MATERIA DE DERECHOS HUMANOS”. 

A continuación se hace público el fragmento del proyecto de 

sentencia, en el cual se realiza el estudio de constitucionalidad 

respectivo: 

V. ESTUDIO 

36. Una vez que se ha fijado la materia de estudio del presente recurso  de 

revisión, procede dar respuesta al siguiente cuestionamiento:  

 

 ¿Es correcta la determinación del Tribunal Colegiado al 
considerar que la fracción I, del artículo 267, de la Ley de 
Amparo que prevé el delito de desacato a una sentencia de 
amparo, no transgrede el derecho constitucional de exacta 
aplicación de la ley?  

 

37. La respuesta al anterior cuestionamiento es en sentido positivo. Por 

ello, devienen infundados los agravios del recurrente en los que trata de 

combatir el pronunciamiento el Tribunal Colegiado, en la parte en que 
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determinó que el artículo 267, fracción I, de la Ley de Amparo, no viola 

el principio de exacta aplicación de la ley penal. Lo anterior, atento a lo 

siguiente:  

 

38. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 

resolver por unanimidad de votos el amparo directo en revisión 

4833/20181 en sesión de treinta y uno de octubre del presente año, 

siendo ponente la Señora Ministra Norma Lucía Piña Hernández, 

reconoció que el artículo citado de manera alguna viola el principio de 

exacta aplicación de la ley penal, ello a la luz de las consideraciones 

que a continuación procede reiterar:  

 

39. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha pronunciado en 

reiteradas ocasiones respecto de la garantía de exacta aplicación de la 

ley en materia penal, en el sentido de que no se circunscribe a los meros 

actos de aplicación, sino que abarca también a la propia ley que se 

aplica, la que debe quedar redactada de tal forma que los términos 

mediante los cuales especifiquen los elementos respectivos sean 

claros, precisos y exactos. 

 

40. También se ha precisado que la autoridad legislativa no puede 

sustraerse al deber de consignar leyes con expresiones y conceptos 

claros, precisos y exactos, al prever las penas y describir las conductas 

que señala como típicas, pues se ha considerado que las leyes deben 

incluir todos sus elementos, características, condiciones, términos y 

                                                           
1 Cabe destacar que en el ADR 4833/2018 que se cita, el quejoso y recurrente fue **********, quien 
también lo es en este recurso de revisión que nos ocupa. Sin embargo, ello no representa obstáculo 
para resolverlo, porque aun cuando es igual planteamiento de inconstitucionalidad del artículo 267, 
fracción I, de la Ley de Amparo, el origen de ambos asuntos corresponde a distintos hechos 
delictivos. En el mencionado precedente se abrió la causa penal por  el incumplimiento de la 
sentencia constitucional de 19 de febrero de 2014, dictada en el juicio de amparo **********, del índice 
del Juzgado Séptimo de Distrito en el Estado de Morelos, con residencia en Cuernavaca, del que 
derivó el incidente de inejecución **********, resuelto por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte el 
25 de agosto de 2015, que lo declaró fundado y, entre otras cuestiones, ordenó la consignación 
directa del mencionado quejoso ante el Juez de Distrito en el Estado de Morelos, en turno. De ahí 
que, al derivar de diversa secuela procesal el precedente en cita y por tratarse de juicios de amparo 
uniistanciales no se está en presencia de alguna causa que haga improcedente el estudio de 
inconstitucionalidad planteado en el presente recurso de revisión. De ahí que, proceda resolver el 
fondo del asunto.   
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plazos, para evitar confusiones en su aplicación o demérito en la 

defensa del procesado.2 

 

41. En relación con el principio de taxatividad, el Tribunal Pleno de este Alto 

Tribunal, al resolver la acción de inconstitucionalidad 95/20143, se 

consideró que ese principio constituye un importante límite al legislador 

penal en un Estado democrático de Derecho en el que subyacen dos 

valores fundamentales: la certeza jurídica y la imparcialidad en la 

aplicación del Derecho. Se traduce en un auténtico deber constitucional 

del legislador según el cual está obligado a formular en términos 

precisos los supuestos de hecho de las normas penales.  

 

42. Se indicó que el principio de taxatividad puede definirse como la 

exigencia de que los textos en los que se recogen las normas 

sancionadoras describan con suficiente precisión qué conductas están 

prohibidas y qué sanciones se impondrán a quienes incurran en ellas.  

 

43. El artículo 14 constitucional dispone que en los juicios del orden penal 

queda prohibido imponer, por simple analogía y aun por mayoría de 

razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente 

aplicable al delito de que se trate. 

 

44. Lo anterior revela que la precisión de las disposiciones en materia penal 

es una cuestión de grado, por ello, lo que se busca con este tipo de 

análisis no es validar las normas si y sólo si se detecta la certeza 

absoluta de los mensajes del legislador, ya que ello es lógicamente 

                                                           
2 Criterio que se encuentra previsto en la tesis aislada P. IX/95 del Pleno de esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA 
PENAL, GARANTÍA DE. SU CONTENIDO Y ALCANCE ABARCA TAMBIÉN A LA LEY 
MISMA.” Registro 200381, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Tomo I, Mayo de 1995, Página 82. Así como en la jurisprudencia 1a./J.10/2006, 
emitida por esta Primera Sala, de título: “EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY PENAL. LA 
GARANTÍA, CONTENIDA EN EL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 14 DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL, TAMBIÉN OBLIGA AL LEGISLADOR.” Registro 175595, 
Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Marzo de 
2006, Página 84. 
3 Aprobada el 7 de julio de 2015, unanimidad de votos. 
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imposible, sino más bien lo que se pretende, es que el grado de 

imprecisión sea razonable, es decir, que el precepto sea lo 

suficientemente claro como para reconocer su validez, en tanto se 

considera que el mensaje legislativo cumplió esencialmente su 

cometido dirigiéndose al núcleo esencial de casos regulados por la 

norma.4  

 

45. En contravención se encuentra la imprecisión excesiva o irrazonable, 

esto es, un grado de indeterminación tal que provoque en los 

destinatarios confusión o incertidumbre por no saber cómo actuar ante 

la norma jurídica; la certeza jurídica y la imparcialidad en la aplicación 

                                                           
4 En este mismo sentido la Primera Sala ha redefinido la taxatividad en la jurisprudencia 
1a./J. 54/2014 (10a.), de contenido: “PRINCIPIO DE LEGALIDAD PENAL EN SU 
VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. ANÁLISIS DEL CONTEXTO EN EL CUAL SE 
DESENVUELVEN LAS NORMAS PENALES, ASÍ COMO DE SUS POSIBLES 
DESTINATARIOS. El artículo 14, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, consagra el derecho fundamental de exacta aplicación de la ley en materia 
penal al establecer que en los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple 
analogía y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley 
exactamente aplicable al delito de que se trata. Este derecho fundamental no se limita a 
ordenar a la autoridad jurisdiccional que se abstenga de interpretar por simple analogía o 
mayoría de razón, sino que es extensivo al creador de la norma. En ese orden, al legislador 
le es exigible la emisión de normas claras, precisas y exactas respecto de la conducta 
reprochable, así como de la consecuencia jurídica por la comisión de un ilícito; esta 
descripción no es otra cosa que el tipo penal, el cual debe estar claramente formulado. Para 
determinar la tipicidad de una conducta, el intérprete debe tener en cuenta, como derivación 
del principio de legalidad, al de taxatividad o exigencia de un contenido concreto y unívoco 
en la labor de tipificación de la ley. Es decir, la descripción típica no debe ser de tal manera 
vaga, imprecisa, abierta o amplia, al grado de permitir la arbitrariedad en su aplicación. Así, 
el mandato de taxatividad supone la exigencia de que el grado de determinación de la 
conducta típica sea tal, que lo que es objeto de prohibición pueda ser conocido por el 
destinatario de la norma. Sin embargo, lo anterior no implica que para salvaguardar el 
principio de exacta aplicación de la pena, el legislador deba definir cada vocablo o locución 
utilizada al redactar algún tipo penal, toda vez que ello tornaría imposible la función 
legislativa. Asimismo, a juicio de esta Primera Sala, es necesario señalar que en la 
aplicación del principio de taxatividad es imprescindible atender al contexto en el cual se 
desenvuelven las normas, así como sus posibles destinatarios. Es decir, la legislación debe 
ser precisa para quienes potencialmente pueden verse sujetos a ella. En este sentido, es 
posible que los tipos penales contengan conceptos jurídicos indeterminados, términos 
técnicos o vocablos propios de un sector o profesión, siempre y cuando los destinatarios de 
la norma tengan un conocimiento específico de las pautas de conducta que, por estimarse 
ilegítimas, se hallan prohibidas por el ordenamiento. El principio de taxatividad no exige que 
en una sociedad compleja, plural y altamente especializada como la de hoy en día, los tipos 
penales se configuren de tal manera que todos los gobernados tengan una comprensión 
absoluta de los mismos, específicamente tratándose de aquellos respecto de los cuales no 
pueden ser sujetos activos, ya que están dirigidos a cierto sector cuyas pautas de conducta 
son muy específicas, como ocurre con los tipos penales dirigidos a los miembros de las 
Fuerzas Armadas.” Registro 2006867, Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 8, Julio de 2014, Tomo I, Página 131. 
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del Derecho, se insiste, son los valores subyacentes al principio de 

taxatividad.  

 

46. El Tribunal en Pleno ha identificado que la vulneración a la exacta 

aplicación de la ley penal, en su vertiente de taxatividad, podría vulnerar 

otros derechos fundamentales en los gobernados. No sólo se 

trastocaría la seguridad jurídica de las personas al no ser previsible la 

conducta (incertidumbre), sino que se podría afectar el derecho de 

defensa de los procesados, ya que sería complicado conocer qué 

conducta es la que se atribuye, lo que incentivaría algún tipo de 

arbitrariedad gubernamental por parte de los aplicadores de las 

disposiciones (legalidad o igualdad jurídica).  

 

47. Así, se afirmó que el principio de taxatividad exige la formulación de 

términos precisos del supuesto de hecho de las normas penales, a partir 

de dos directrices:  

a) la reducción de vaguedad de los conceptos usados para determinar 

los comportamientos penalmente prohibidos; y,  

b) la preferencia por el uso descriptivo frente al uso de conceptos 

valorativos. 

48. Lo que no es otra cosa que la exigencia de un contenido concreto y 

unívoco en la labor de tipificación de la ley. Es decir, que la descripción 

típica no deba ser vaga, imprecisa, abierta o amplia, al grado de permitir 

la arbitrariedad en su aplicación, pues para garantizar el principio de 

plenitud hermética en cuanto a la prohibición de analogía o mayoría de 

razón en la aplicación de la ley penal, ésta debe ser exacta, y no sólo 

porque a la infracción corresponda una sanción, pues sucede que las 

normas penales deben cumplir una función motivadora en contra de la 

realización de delitos, para lo que resulta imprescindible que las 
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conductas punibles estén descritas con exactitud y claridad, pues no se 

puede evitar aquello que no se tiene posibilidad de conocer con certeza. 

 

49. En virtud de lo relatado, la formulación de taxatividad supone la 

exigencia de que el grado de determinación de la conducta típica sea 

tal, que lo que es objeto de prohibición pueda ser conocido sin 

problemas por el destinatario de la norma. De manera que esta 

exigencia no se circunscribe a los meros actos de aplicación de 

encuadrar la conducta en la descripción típica, sino que abarca también 

a la propia ley que se aplica, la que debe quedar redactada de forma 

tal, que los términos mediante los cuales especifiquen los elementos 

respectivos sean claros y exactos.  

 

50. Lo anterior, no sólo es aplicable para la descripción de las conductas, 

sino también para la previsión de las penas, ya que en este último punto 

es necesario evitar confusiones en su aplicación, o demérito en la 

defensa del procesado. Por tanto, la ley que carezca de tales requisitos 

de certeza resultará violatoria de la garantía indicada. 

 

51. En relación con lo anterior, la Primera Sala de esta Suprema Corte ha 

sostenido que “al legislador le es exigible la emisión de normas claras, 

precisas y exactas respecto de la conducta reprochable, así como de la 

consecuencia jurídica por la comisión de un ilícito; esta descripción no 

es otra cosa que el tipo penal, el cual debe estar claramente formulado. 

Para determinar la tipicidad de una conducta, el intérprete debe tener 

en cuenta, como derivación del principio de legalidad, al de taxatividad 

o exigencia de un contenido concreto y unívoco en la labor de 

tipificación de la ley. Es decir, la descripción típica no debe ser de tal 

manera vaga, imprecisa, abierta o amplia, al grado de permitir la 

arbitrariedad en su aplicación. Así, el mandato de taxatividad supone la 

exigencia de que el grado de determinación de la conducta típica sea 
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tal, que lo que es objeto de prohibición pueda ser conocido por el 

destinatario de la norma.”  

 

52. Tratándose de la redacción clara de las penas, la doctrina denomina a 

esta vertiente del principio de legalidad penal como mandato de 

“predeterminación legal de las penas”, el cual está dirigido al legislador, 

en contraposición al mandato de “determinación de las penas” dirigido 

a los tribunales5, el cual acarrea el deber de crear tipos penales de 

manera clara, precisa y unívoca, tanto en lo relativo a la hipótesis 

normativa o conducta reprochable como en la sanción que será 

impuesta.  

 

53. Además, de acuerdo con la doctrina, la certeza jurídica implica: “la 

posibilidad de predecir el contenido de los actos del poder público a 

partir de la lectura de los textos jurídicos vigentes que contienen las 

normas que regulan el ejercicio de ese poder. En el ámbito de las 

sanciones, se trata de asegurar que los individuos, tras consultar los 

textos jurídicos relevantes (por sí mismos, o a través de un abogado), 

puedan anticipar cuáles serán las consecuencias penales de sus 

posibles acciones u omisiones.”6 

 

54. Bajo ese contexto, tanto el principio de taxatividad como de 

predeterminación suponen un freno a la arbitrariedad del poder. La 

imparcialidad, como fundamento del mandato de determinación en 

materia penal, implica asegurar la igualdad en la aplicación de la ley. Si 

                                                           
5 Así, Luigi Ferrajoli señala lo siguiente: “la estricta legalidad de las penas, al igual 
que la de los delitos, tiene tres significados: a) reserva de ley, en base a la cual, sólo 
la ley formal está habilitada para introducir o modificar las penas; b) tipicidad o 
taxatividad de las penas, en cuya virtud son penas todas aquéllas y sólo aquéllas 
descritas, cualitativa y cuantitativamente, por la ley; c) predeterminación legal de las 
penas, que requiere que las penas puedan ser impuestas sólo en las hipótesis (esto 
es, en presencia de delitos) y en las medidas (de un mínimo a un máximo) 
preestablecidas por la ley.” Ferrajoli, Luigi, “Derecho y razón. Teoría del garantismo 
penal”, Trotta, Madrid, 1995, página 718. 
6 Ferreres Comella, Víctor, “El principio de taxatividad en materia penal y el valor 
normativo de la jurisprudencia (una perspectiva constitucional)”, Civitas, Madrid, 
2002, página 43. 
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la ley es imprecisa “se abre un espacio de poder para el juez, y existe 

entonces el riesgo de que el juez, al concretar la ley una dirección en 

lugar de otra, lo haga para perjudicar a una de las partes”, por lo que 

“cuanto más preciso sea el legislador, pues, en mayor medida 

garantizará que los ciudadanos serán tratados de igual manera, sin 

distinciones, por parte de los órganos encargados de aplicar el 

Derecho.”7 

 

55. Así, conforme a los fundamentos de certeza y de imparcialidad, el 

mandato de determinación no sólo incide en el supuesto de hecho o 

conducta típica, sino también en la certeza y la imparcialidad de la 

sanción a imponerse. 

 

56. De tal manera, resulta imprescindible que para que las normas penales 

puedan cumplir de cara a sus destinatarios una función motivadora en 

contra de la realización de delitos, tanto las conductas como las penas 

deberán estar predeterminadas de manera suficiente en la ley. De este 

modo, tanto el delito como de la pena exige un grado de determinación 

tal que estos puedan ser discernidos por el ciudadano medio lo que es 

objeto de prohibición. 

 

57. Así, para garantizar la seguridad jurídica de los ciudadanos, no bastaría, 

por ejemplo, con una tipificación confusa y una penalidad indeterminada 

que les llevara a tener que realizar labores de interpretación para las 

que no todos están preparados, al momento de conocer con antelación 

qué les está permitido o prohibido hacer, así como la consecuencia 

jurídica de su actuar. Es por ello esencial a toda formulación típica y su 

correspondiente pena que sean lo suficientemente claras y precisar 

como para permitirles programar sus comportamientos sin el riesgo de 

verse sorprendidos por sanciones que no pudieron prever. En ese 

                                                           
7 Ibídem., páginas 52 y 53. 
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sentido, la norma penal no debe inducir al error al gobernado con motivo 

de su deficiente formulación.8 

 

58. Expuesto el marco conceptual que rige el principio de legalidad en su 

vertiente de taxatividad de acuerdo a la doctrina de esta Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, corresponde analizar si la norma que se tilda 

de inconstitucional es violatoria de ese principio. 

 

(…) 

 

63. De lo anterior se advierte que la determinación del Tribunal Colegiado 

de Circuito es correcta, toda vez que esta Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación considera que la fracción I, del artículo 

267 de la Ley de Amparo, no transgrede el principio de taxatividad, en 

virtud de que su texto describe con suficiente precisión qué conductas 

están prohibidas y qué sanciones se impondrán a quienes incurran en 

ellas, conforme al mandato del artículo 14 constitucional.  

 

64. En ese sentido resultan infundados los agravios que hace valer el 

quejoso, atento a las siguientes consideraciones. 

 

65. Para mejor comprensión, a continuación se transcribe el tipo penal de 

referencia. 

“Artículo 267. Se impondrá pena de cinco a diez años de 
prisión, multa de cien a mil días, en su caso destitución e 
inhabilitación de cinco a diez años para desempeñar otro 
cargo, empleo o comisión públicos a la autoridad que 
dolosamente: 

I. Incumpla una sentencia de amparo o no la haga cumplir; 

(…) 

                                                           
8 Sobre este tema, puede consultarse la obra intitulada “El principio de legalidad”, que forma 
parte de la colección “Cuadernos y Debates” del Tribunal Constitucional Español, Centro 
de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid 2000, página 40. 
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Las mismas penas que se señalan en este artículo serán 
impuestas en su caso al superior de la autoridad responsable 
que no haga cumplir una sentencia de amparo”. 

 

66. Como se aprecia de la transcripción anterior, el referido tipo penal se 

integra por los siguientes elementos: 

- El sujeto activo tenga la calidad de autoridad. 

- Con esa calidad incumpla una sentencia de amparo o no la haga 

cumplir. 

- Que la acción u omisión sea en forma dolosa. 

67. Lo anterior revela que se está en presencia de un tipo penal mixto 

alternativo, pues bastará que se realice cualquiera de las conductas, ya 

sea incumplir una sentencia de amparo o no hacerla cumplir, para que 

se consume el ilícito. 

 

68. Ahora bien, por incumplir debe entenderse no llevar a efecto, dejar de 

cumplir. Es decir, el tipo penal requiere que se deje de cumplir una 

sentencia de amparo. En tanto que, el término no la haga cumplir, 

también redunda en el incumplimiento del fallo de amparo. 

 

69. Ello hace patente que en ambos casos se pretende sancionar la 

conducta que implique una resistencia de cualquier modo a dar 

cumplimiento a los mandatos u órdenes dictadas en materia de amparo, 

particularmente a la sentencia protectora, ya sea a la responsable 

obligada al cumplimiento o al superior jerárquico de dicha autoridad. 

 

70. En términos del artículo 194 de la Ley de Amparo, debe entenderse 

como superior jerárquico de la autoridad responsable, el que de 

conformidad con las disposiciones correspondientes ejerza sobre ella 

poder o mando para obligarla a actuar o dejar de actuar en la forma 
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exigida en la sentencia de amparo, o bien para cumplir esta última por 

sí misma. 

 

71. Además, dicho precepto legal -194- dispone que la autoridad requerida 

como superior jerárquico, incurre en responsabilidad por falta de 

cumplimiento de las sentencias, en los términos que las autoridades 

contra cuyos actos se hubiere concedido el amparo. 

 

72. Aunado a lo anterior, el legislador expresamente señaló en el referido 

artículo 267 último párrafo, que las mismas penas que se impongan por 

incumplir una sentencia de amparo o no hacerla cumplir, serán 

impuestas al superior de la autoridad responsable. 

 

73. Por tales razones, en ambas descripciones típicas lo que el legislador 

pretendió sancionar es el incumplimiento de la sentencia de amparo, ya 

sea que la autoridad responsable obligada no acate el fallo de amparo 

o su superior jerárquico no la obligue a cumplirla. 

 

74. Asimismo, el legislador estableció el rango de punibilidad para ambas 

conductas, a saber, pena de cinco a diez años de prisión, entre otras 

sanciones, ya que conforme al precepto 194 de la Ley de Amparo, en 

caso de que no se logre el cumplimiento de la sentencia, el superior 

jerárquico incurre en responsabilidad en los términos que las 

autoridades contra cuyos actos se hubiere concedido el amparo. 

 

75. Bajo ese contexto, al tratarse de un tipo penal mixto alternativo, se 

describen diversas conductas y la sanción se impone al autor de 

cualquiera de las acciones, es decir, el tipo se realiza por cualquiera de 

las varias conductas que describe, no obstante se trate de la autoridad 

directamente vinculada con el cumplimiento de la sentencia de amparo, 

o del superior jerárquico de ésta, con motivo de que fue incumplido el 

fallo. 
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76. Con ello se puede advertir que la porción normativa impugnada señala 

las diversas conductas que están plenamente descritas en el artículo 

267, fracción I, en relación con el último párrafo del mismo numeral, de 

la Ley de Amparo, lo que hace posible a la autoridad responsable 

directamente vinculada con el cumplimiento y a su superior jerárquico, 

anticipar cuál es la conducta penalmente relevante, el parámetro de 

punibilidad y, en consecuencia, la pena que les sería aplicable en caso 

de incumplir o no hacer cumplir dolosamente una sentencia de amparo, 

pues el juzgador cuenta con un rango mínimo y máximo de cinco a diez 

años de prisión, el que también es aplicable a la autoridad directamente 

vinculada con el cumplimiento y al superior jerárquico de ésta. 

 

77. En ese sentido, si el quejoso fue sentenciado por el delito de 

desacato a una sentencia de amparo en su carácter de **********, 

conforme al artículo 267, fracción I, en relación con el último párrafo del 

mismo numeral, de la Ley de Amparo, y el a quo aplicó una sanción 

privativa de libertad de **********, se tiene certeza jurídica sobre la 

conducta que se pretende sancionar penalmente y el parámetro de 

punibilidad que consideró el juzgador para sancionarlo, en virtud de que 

el legislador en el referido precepto legal cumplió con el mandato de 

determinación en materia penal contenido en el artículo 14, párrafo 

tercero, de la Constitución Federal, debido a que la autoridad puede 

prever con suficiente precisión la conducta prohibida y la sanción penal 

que le sería impuesta. 

 

78. En virtud de lo anterior, se puede concluir que el artículo 267, fracción I, 

en relación con el último párrafo del mismo numeral, de la Ley de 

Amparo, de la Ley de Amparo, contrario a lo señalado por el recurrente, 

cumple con el grado de determinación necesario de la conducta que es 

objeto de prohibición y contempla una penalidad clara, de forma tal, que 

dota de certeza jurídica a su destinatario, por lo que no resulta contrario 

al principio de legalidad en su vertiente de taxatividad, contenido en el 
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artículo 14, párrafo tercero, de la Constitución Federal, interpretado por 

este Alto Tribunal, de forma que se considera correcta su aplicación en 

el caso concreto. 

 

79. Las anteriores consideraciones sostenidas por esta Primera Sala al 

resolver el citado amparo directo en revisión 4833/2018, reiteradas para 

el presente caso permiten confirmar, en la materia de la revisión, la 

sentencia recurrida pues conforme a derecho en ésta se decidió que el 

artículo 267, fracción I, de la Ley de Amparo no es violatorio del principio 

de exacta aplicación de la ley penal, en su vertiente de taxatividad, 

previsto en el artículo 14 de la Constitución Federal. 

  

 


